TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

       Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

       Pereira, octubre tres (3) de dos mil dieciocho (2018) 

       Acta No. 383 del 3 de octubre de 2018 
       Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00784-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Rufino Santacoloma Villegas contra la Cámara de Comercio de Dosquebradas – Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición y el Tribunal de Arbitramento de esa entidad, a la que fueron vinculados el señor Rubén Arias Rodríguez y la Corporación Empresarial Nace SA.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del actor los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 El accionante solicitó al Centro de Conciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de Dosquebradas llevar a cabo audiencia de conciliación para intentar llegar a un acuerdo con el señor Rubén Arias Rodríguez, representante legal de la Corporación Empresarial Nace SA, respecto del contrato celebrado entre ambos. No hubo convenio. Actuó como conciliadora la Dra. María Edisney Arbeláez Aristizábal.
1.2 El demandante formuló petición ante ese Centro de Conciliación y Arbitraje, representado por la citada profesional, a efecto de que se integrara Tribunal de Arbitramento para que se dirimieran las diferencias con la citada sociedad. En consecuencia, se cita a las partes a reunión para designar los árbitros, la cual fue aplazada para el 26 de octubre de 2017, “sin que exista acta de su celebración”.
1.3 El 29 de septiembre de 2017 se envían comunicaciones a los Drs. Luis Germán Cárdenas Aldana, Carlos Alfonso Osorio Cano y María Edisney Arbeláez Aristizábal sobre su designación como árbitros para el asunto. Se expresó que dichos nombramientos se realizaron por la Junta Directiva de la citada Cámara de Comercio y que como árbitro suplente fue elegida la Dra. Stella Franco Franco.
1.4 El 26 de octubre de 2017, luego de que aquellos aceptaran el nombramiento y que manifestaran no estar incursos en causal alguna de impedimento, se instaló el Tribunal de Arbitramento.

1.5 Luego de subsanada la demanda, por auto del 15 de enero de 2018 se admitió y se ordenó correr traslado a la parte demandada que la contestó de forma oportuna.

1.6 El 2 de abril pasado se presentó la reforma de la demanda, para incluir al señor Rubén Arias Rodríguez, representante legal de la Corporación Empresarial Nace y en tal calidad, de forma arbitraria, traspasó el bien inmueble objeto del contrato consorcial. Además, se solicitó la práctica de medidas cautelares sobre los bienes desenglobados de aquel.      
1.7 El 10 de mayo siguiente la sociedad demandada presentó la respuesta a la reforma de la demanda “sin suscribirla y llamando la atención sobre el pronunciamiento que hace respecto de la medidas cautelares solicitadas… y las cuales fueron ordenadas con auto No. del 21 de mayo de 2018”, lo que evidencia que conocía de esas medidas desde antes de que fueran admitidas. Así mismo “dentro de las excepciones formuladas no existe ninguna que tenga que ver con la indebida representación o ausencia de poder”.
1.8 El 5 de junio, el señor Rubén Arias Rodríguez designa como apoderada a la Dra. Franco Franco, quien había sido nombrada como árbitro suplente.
1.9 El 6 del citado mes la corporación demandada, por medio de una nueva apoderada, “da respuesta a la reforma a la demanda pronunciándose sobre los hechos de la demanda y formulando excepciones”.

1.10 El 31 de julio se celebró audiencia de conciliación. En esa etapa el Tribunal dejó constancia de un supuesto control de legalidad, el que fue propuesto por una de las partes, a su conveniencia, sin que la otra fuera requerida para ese efecto.

1.11 En audiencia del 3 de septiembre, el Tribunal accionado sí procedió a ejercer control de legalidad. Allí mismo la apoderada del señor Rubén Arias Rodríguez interpuso recurso de reposición, con sustento en que el poder otorgado por el accionante era insuficiente porque no mencionaba la vinculación de su representado.

1.12 El Tribunal de Arbitramento accedió a esa solicitud, asumió la competencia del trámite únicamente respecto de la Corporación Empresarial Nace SA y, en consecuencia, excluyó al citado señor.
1.13 La acción de amparo es procedente ya que esa decisión se encuentra en firme y no admite recursos, los daños que ocasiona siguen vigentes y por tanto se requiere de protección para hacer menos gravosa la situación del accionante, pues en la determinación que reprocha se ordenó el levantamiento de la inscripción de la demanda de los bienes que fueron traspasados de manera indebida.
1.14 La entidad demandada incurrió en las siguientes inconsistencias: a) la Dra. María Edisney Arbeláez Aristizábal tiene en el asunto tres calidades, pues actúa como directora del Centro de Conciliación y Arbitraje, fue conciliadora y es árbitro; b) la Dra. Estella Franco Franco fue nombrada como árbitro suplente pero ella es apoderada de la parte demandada; c) al momento de revisar la reforma de la demanda, omitió analizar si este contenía falencias, a fin de que pudieran ser corregidas; d) no podía enterar a la parte demandada de las medidas cautelares solicitadas y e) al agotar cada etapa procesal ha debido realizar el control de legalidad para evitar posibles nulidades “y no permitir a las partes guardarse aquellas para ser esgrimidas en la oportunidad a conveniencia”.

2. Considera lesionados sus derechos al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita se ordene al Tribunal accionado declarar la nulidad de la actuación “o en su defecto declarar saneada la nulidad propuesta y continuar con el trámite asumiendo competencia en forma integral con vinculación de todos los convocados”.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 19 de septiembre se admitió la acción, se ordenó vincular al señor Rubén Arias Rodríguez y a la Corporación Empresarial Nace SA y se decretó, como medida provisional, la suspensión de los efectos del auto por medio del cual el Tribunal de Arbitramento demandado dispuso el levantamiento de las medidas cautelares practicadas en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos.

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Corporación Empresarial Nace SA, por medio de su apoderada Dra. Stella Franco Franco, señaló que el trámite arbitral se ha surtido de conformidad con la Ley 1563 de 2012 y se han respetado las garantías de las partes. Si bien es cierto que el control de legalidad se realizó a solicitud de la apoderada del señor Rubén Arias, el Tribunal accionado hizo claridad a que esa etapa se llevaría a cabo al final de cada actuación y no al inicio, tal como se hizo en las demás diligencias. 
Los poderes otorgados por el accionante no facultan para demandar a Rubén Arias Rodríguez y de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1563 de 2012 las excepciones de mérito y los incidentes de nulidad están prohibidos en esos procesos arbitrales. De igual modo, al accionante le correspondía probar que la abogada del citado señor tenía conocimiento de esa insuficiencia de poder, ya que, como se advirtió en la primera audiencia, ella, con anterioridad, no había tenido acceso al expediente completo. Así mismo, la supuesta nulidad por la exclusión del señor Arias Rodríguez fue ocasionada por la misma parte accionante, al omitir incluirlo en el poder otorgado para reformar la demanda. La mencionada insuficiencia de poder, entonces, fue alegada de forma oportuna y la decisión que accedió a ella se adoptó de plano, tal como lo manda las normas especiales que regulan esa clase de asuntos.   
La Dra. Stella Franco Franco, también señaló que inició su labor como abogada de esa sociedad luego de que contestara la demanda y su reforma. Además, que solo hasta cuando fueron notificados de la acción de tutela, se enteró de que había sido designada como árbitro suplente en ese asunto, prueba de lo cual es que no existen comunicados de la Cámara de Comercios que le anuncian tal nombramiento, razón por la cual no está incursa en causal alguna de inhabilidad o incompatibilidad.   
2.2 La apoderada del señor Rubén Arias Rodríguez refirió que: a) lo relativo a la insuficiencia de poder para demandar a su representado solo pudo ser alegado en la audiencia inicial ya que cuando fue notificado de su vinculación al trámite arbitral, se solicitó el expediente a la Secretaria del Tribunal pero esta se negó, con  desconocimiento del artículo 123 del Código General del Proceso, lo cual fue puesto en conocimiento del Tribunal. El 10 de septiembre se resolvió favorablemente su petición de falta de competencia respecto del citado señor y frente a esta decisión, que considera está debidamente sustentada, no se interpuso recurso alguno. Así mismo, de conformidad con el artículo 29 de la Ley 1563 los Tribunales de Arbitramento están facultados para decidir sobre su propia competencia; b) no es cierto que el accionante haya otorgado poder para demandar a su apoderado; c) no existe prueba de que este haya traspasado los bienes de forma arbitraria, por el contrario esos negocios jurídicos se realizaron “desde tiempo atrás”; d) desconoce las supuestas irregularidades respecto del nombramiento de árbitros en este asunto, ya que en el expediente no obra recusación o manifestación al respecto y e) la única violación de derechos que se observa en la actuación fue la convocatoria del señor Arias Rodríguez sin cumplir las exigencias de la Ley 1563.

2.3 Los árbitros que componen el Tribunal accionado se pronunciaron para manifestar que: a) se realizó control de legalidad al inicio de la audiencia de conciliación, a solicitud de la apoderada del señor Arias Rodríguez, aunque allí mismo se indicó que a ello procedería al finalizar la diligencia, tal como se hizo en las audiencias subsiguientes; b) se han garantizado los derechos de las partes y c) la decisión de desvincular al citado señor obedeció a que el nuevo poder otorgado por el accionante no contaba con la atribución para demandarlo y si bien esa situación debía ser analizada en el marco de las excepciones previas, esto no tiene aplicación en el caso ya que el señor Arias Rodríguez se encuentra bien representado y esa circunstancia no fue invocada en la contestación de la demanda; sin embargo, esta fue alegada, con posterioridad, como una posible nulidad y por tanto se concluyó que le asistía razón a ese argumento, decisión que consideran “ajustada a derecho”, de conformidad con el artículo 140 del Código General del Proceso, pues la “indebida representación judicial opera de manera autónoma”. 

3. La Cámara de Comercio de Dosquebradas – Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición guardó silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la tutela: a) contra la decisión del Tribunal de Arbitramento accionado por medio de la cual declaró su falta de competencia para conocer del asunto respecto del señor Rubén Arias Rodríguez; b) frente a la designación de los árbitros que componen ese Tribunal y c) para resolver lo relativo a la supuesta anomalía generada por la comunicación de las medidas cautelares a los demandados en ese trámite. De serlo, se establecerá si en esas actuaciones se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el accionante
3. La Corte Constitucional ha establecido, en aplicación al principio de subsidiariedad, que por regla general la acción de tutela no es el mecanismo para dirimir debates que se generen en trámites arbitrales, ya que las mismas normas que regulan ese procedimiento establecen los recursos a que se puede acudir para plantearlos. Así en sentencia SU-656 de 2017 dijo: 
“2.1. La actuación cuestionada en sede de tutela es un auto proferido por el tribunal de arbitramento dentro de la primera audiencia de trámite, mediante el cual asumió competencia para conocer de la demanda arbitral. Advierte la Sala que para la fecha de la actuación del tribunal, se encontraba vigente el Decreto 1818 de 1998, el cual establecía en el numeral 2° de su artículo 147 que “el tribunal resolverá sobre su propia competencia mediante auto que sólo es susceptible del recurso de reposición”. La sociedad accionante efectivamente hizo uso del recurso de reposición en el que expuso sus argumentos en relación con la existencia de cosa juzgada, y el cual fue resuelto en forma desfavorable para sus pretensiones. El agotamiento de ese recurso podría dar lugar a pensar que se encuentra satisfecho el requisito de subsidiariedad para la procedencia de la acción de tutela. No obstante, debe tenerse en cuenta que la decisión del tribunal se produjo en un estado inicial de admisión, por lo que no constituye una decisión definitiva, puesto que, tal como se advirtió en el auto atacado, en el respectivo laudo arbitral se adoptaría una decisión de fondo basada en el estudio de todo el material probatorio aportado al trámite, decisión contra la que procede el recurso extraordinario de anulación.

…
2.3. Respecto de la idoneidad del medio de defensa judicial con el que contaba la sociedad accionante, esto es, el recurso de anulación, debe tenerse en cuenta que en el escrito de demanda la accionante afirma que “la cosa juzgada y la falta de competencia no están establecidas como causales de anulación del Laudo”. Sin embargo, revisado el recurso de anulación interpuesto por la Sociedad Representaciones Santa María, se encuentra que invocó las causales 2, 5, 6 y 8 del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998, exponiendo argumentos similares a los señalados en la demanda de tutela y encausando dentro de dichas causales las hipótesis de falta de jurisdicción y falta de competencia. De esta manera, la Sala no encuentra justificada la razón señalada por la accionante de acudir directamente a la acción constitucional de tutela sin agotar previamente el recurso de anulación, pues, se reitera, es evidente que dicho recurso es el medio idóneo para subsanar la afectación de los derechos fundamentales alegados en este caso, ya que ha sido diseñado para corregir los vicios de procedimiento o la ilegalidad del laudo, el cual debe ser agotado de manera previa a la interposición de la acción de tutela.

...

2.4.6. De conformidad con lo hasta aquí expuesto, encuentra la Sala que la regla general, en relación con la acción de tutela interpuesta contra laudos arbitrales, es su improcedencia, en razón a que tal y como reza el artículo 86 Constitucional, esta acción tiene un carácter residual. Por lo anterior, reconociendo la existencia de instrumentos realmente idóneos para la protección de los derechos que eventualmente puedan resultar transgredidos en un trámite arbitral, la Corte, en las decisiones referidas, ha exigido a los accionantes el cumplimiento de su deber de acudir a la vía judicial ordinaria, advirtiendo, en todo caso, que es posible que en virtud de circunstancias especiales el otro medio de defensa no se proyecte con la suficiente aptitud para salvaguardar los derechos de su titular. En tal caso, la tutela se erige como el instrumento válido de acción judicial, ocurriendo lo mismo cuando se esté ante la inminencia de un perjuicio irremediable de carácter iusfundamental, circunstancias que deben ser evaluadas en cada caso por el juez de tutela.

…
2.6. Por otra parte, la Sala considera que en el presente caso no existe un perjuicio irremediable a un derecho fundamental que haga procedente el amparo de manera transitoria, puesto que de lo sostenido en la demanda de tutela, se infiere que la accionante hace referencia a un perjuicio pecuniario, derivado de los gastos de honorarios de los árbitros que debió asumir y las consecuencias económicas de la declaración de terminación o no del contrato de arrendamiento estudiado en el trámite arbitral.    

La Corte ha señalado que la existencia de desequilibrios económicos o pérdidas materiales, particularmente en el caso de las personas jurídicas, no son suficientes por sí mismos para que se otorgue el amparo constitucional transitoriamente. En este sentido la Corte ha     establecido que el hecho de que la suma de dinero pueda ser alta,        no lleva al juez de tutela a deducir el perjuicio irremediable, pues         no sólo éste no cuenta con parámetros de comparación, sino que se llegaría al extremo de considerar que toda medida cautelar sobre    sumas que puedan ser considerables, llevarían, necesariamente al concepto de irremediable. Adicionalmente, aunque los accionantes alegaron que se desconoció su derecho al debido proceso, el fondo      del problema jurídico se ubica en una esfera legal y contractual,        cuya solución no compete al juez de tutela, sino al juez ordinario que debe resolver el recurso de anulación interpuesto contra el laudo arbitral.”
4. Las pruebas documentales que obran en el expediente, y en los discos compactos visibles a folio 175 vuelto, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Ante la conciliadora de la Cámara de Comercio de Dosquebradas, Dra. María Edisney Arbeláez Aristizábal, el 5 de diciembre de 2014, se llevó a cabo audiencia en la que el solicitante Rufino Santacoloma Villegas y convocado Rubén Arias Rodríguez no llegaron a un acuerdo conciliatorio
. 

4.2 El señor Rufino Santacoloma Villegas, por medio de apoderado, solicitó a esa Cámara de Comercio se conformara Tribunal de Arbitramento para obtener se declara la existencia del contrato consorcial suscrito con la Corporación Empresarial Nace SA, su incumplimiento por parte de esta y se liquide
.

4.3 En Acta de Reunión Ordinaria de la Junta Directiva de la Cámara de Comercio de Dosquebradas, del 12 de septiembre de 2017, se eligieron a los Drs. Luis Germán Cárdenas Aldana, Carlos Alfonso Osorio Cano y María Edisney Arbeláez Aristizábal como árbitros principales para conocer del asunto propuesto y entre los suplentes a la Dra. Stella Franco Franco
.

4.4 Por auto del 15 de enero de 2018, luego de corregida, se admitió la demanda y se ordenó correr traslado a la sociedad accionada
.
4.5 El 4 de febrero siguiente, el actor, por medio de otro profesional del derecho, a quien le concedió poder para continuar las diligencias adelantadas contra la Corporación Empresarial Nace
, presentó reforma a la demanda, concretamente para incluir como accionado al señor Rubén Arias Rodríguez
. En escrito separado solicitó se inscribiera la demanda respecto de los bienes de propiedad de este último, los que identificó
. 

4.6 Por auto del 19 de abril pasado, entre otras decisiones, se admitió la reforma de la demanda y se ordenó correr traslado de ella a la Corporación Empresarial Nace y al señor Arias Rodríguez
.
4.7 El 10 de mayo la apoderada de la citada Corporación se pronunció frente a las medidas cautelares solicitadas
.
4.8 El 21 del citado mes se ordenó la inscripción de la demanda solicitada
 y al día siguiente se remitió el oficio respectivo a la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas
.   
4.9 Agotado el término de traslado de la demanda, durante el cual los demandados presentaron sus respuestas y se reconoció personería jurídica a las Dra. Stella Franco Franco y Luz Claudia Correa González para representarlos, el 31 de julio se llevó a cabo audiencia de conciliación en la que, a su inicio, la última de esas apoderadas solicitó se realizara control de legalidad a efecto de que se abstuviera de continuar el trámite frente a su representado Rubén Arias Rodríguez, ya que este no había suscrito la cláusula compromisoria correspondiente. Frente a esa petición, el Tribunal señaló que aunque el control de legalidad se realizaría al final de la diligencia, era procedente agotarlo en ese momento. En consecuencia, decidió no dar trámite esa solicitud ya que el debate planteado era ajeno a esa etapa y frente al recurso que presentó aquella profesional contra esa decisión se dijo que sobre el particular se resolvería en el laudo respectivo.
En esa misma diligencia el apoderado del actor manifestó que de las medidas cautelares que había solicitado, se corrió traslado a la parte accionada, junto con el escrito de reforma de la demanda
.
4.10 En audiencia celebrada el 10 de septiembre el Tribunal accionado decidió asumir la competencia del asunto respecto de la Corporación Empresarial Nace SA y excluyó a Rubén Arias Rodríguez. Además, ordenó levantar la medida cautelar decretada. 
Para decidir así, indicó que si bien en una anterior oportunidad se dijo que lo relativo a ese tema debía ser analizado en la providencia que decida el fondo del asunto, de conformidad con el artículo 30 de la Ley 1563 de 2012, el Tribunal de Arbitramento tiene la facultad de asumir su propia competencia y como tal carece para conocer respecto del señor Arias Rodríguez, pues en los poderes conferidos por el actor no se otorga la atribución para demandarlo. Además, aunque esa circunstancia dejó de ser alegada como excepción previa, en la audiencia anterior esa parte hizo manifestación al respecto y es deber del Tribunal pronunciarse sobre el particular
.
Esa determinación fue notificada en estrados y se dijo que la misma no era susceptible de ningún recurso
. 

4.11 A pesar de lo anterior el apoderado del accionante pidió la palabra para dejar constancia que en este caso se incurrió en lesión al debido proceso, ya que la nulidad por falta de representación no fue alegada oportunamente, razón por la cual quedó saneada. De igual manera, nunca se hizo control de legalidad
. 
4.12 Sobre el particular el Tribunal se pronunció para indicar que aunque en el proceso ordinario se establecen unas etapas para alegar la insuficiencia de poder, en el trámite arbitral existe el deber de analizar lo relativo a la competencia que debe ser definida para dar continuidad a la actuación
.
4.13 El trámite arbitral se encuentra en etapa de recolección de pruebas
.
5. Surge de esas pruebas que en este caso concreto no se satisface el requisito de subsidiariedad a que se refiere la primera jurisprudencia transcrita.
En efecto, en su parte pertinente el artículo 79 de la Ley 1563 de 2012
, establece:
“El tribunal arbitral podrá decidir las excepciones de incompetencia o de que el tribunal arbitral ha excedido su competencia, como cuestión previa o en un laudo sobre el fondo.

Si el tribunal arbitral desestima cualquiera de las citadas excepciones como cuestión previa, la decisión correspondiente solo podrá ser impugnada mediante recurso de anulación contra el laudo que ponga fin al arbitraje, en los términos del artículo 109.

Si el tribunal arbitral se declara incompetente o admite la excepción de haber excedido su mandato, cualquiera de las partes, dentro del mes siguiente al recibo de la notificación de dicha decisión, podrá impugnarla mediante recurso de anulación en los términos del artículo 109 y contra esta resolución no cabrá ningún recurso o acción.

Si el tribunal arbitral se declara incompetente o admite la excepción de haber excedido su mandato como cuestión previa, pero solo respecto de determinadas materias, las actuaciones arbitrales continuarán respecto de las demás materias y la decisión que admitió la incompetencia o el exceso en el encargo solo podrá ser impugnada mediante recurso de anulación luego de emitirse el laudo por el que se resuelve definitivamente la controversia.”

En el caso concreto, como ya se indicara, encuentra el actor lesionados sus derechos en la decisión del Tribunal accionado de declarar su falta de competencia para conocer del trámite arbitral respecto del señor Rubén Arias Rodríguez. Sin embargo, de conformidad con la última hipótesis normativa, esa decreto parcial de incompetencia, es susceptible del recurso de anulación, el que debe ser interpuesto luego de que se profiera el laudo arbitral correspondiente, etapa a la cual, como se vio, aún no se ha arribado.
En estas condiciones el amparo resulta improcedente ya que el legislador concibió un medio ordinario de defensa judicial para estos casos y la acción de tutela no puede ser utilizada para suplirlo o para alternarlo.
6. En la demanda el actor afirma que la decisión de excluir del trámite por incompetencia al señor Rubén Arias Rodríguez le genera perjuicios por el levantamiento de las medidas que habían sido decretadas frente a sus bienes. Sin embargo, esa circunstancia revela que el interés del accionante es meramente económico y dejó de acreditar que el supuesto menoscabo que le ocasiona esa situación sea de tal gravedad que afecte su mínimo vital, por tanto tampoco es posible acceder al amparo, por vía de excepción, para evitar un perjuicio irremediable.
7. El actor también se queja de la elección de los árbitros realizada por la Junta Directiva de la Cámara de Comercio de Dosquebradas, pues asegura que una de los principales realizó la audiencia prejudicial y figura como Directora del Centro de Conciliación y Arbitraje de esa entidad y una de los suplentes es apoderada de la sociedad demandada. A pesar de ello, al revisar las pruebas aportadas no se evidencia que esa situación haya sido puesta en conocimiento de las entidades accionadas y por tanto, estas tampoco han tenido la oportunidad de resolver lo que correspondiera.
Ese pasivo comportamiento impide otorgar la tutela reclamada, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

8. Frente a los argumentos del actor relativos a que el Tribunal de Arbitraje enteró de formar anticipada de las medidas cautelares a la parte convocada y que omitió realizar control de legalidad, baste decir, para restarle relevancia constitucional a esas circunstancias que, frente a lo primero, ameritaría un pronunciamiento del juez de tutela si la medida de inscripción de la demanda no se hubiera podido materializar porque el señor Rubén Arias Rodríguez hubiera adelantado algún trámite para evitar que los bienes objeto de la misma fueran gravados en el Registro de Instrumentos Públicos, teniendo en cuenta que conoció de antemano la solicitud de esa medida cautelar, pero ello no se tiene noticia que haya ocurrido, por el contrario, según se desprende de la manifestación del actor respecto al perjuicio que le genera el levantamiento de esa medida, se puede concluir que ella sí se materializó. 
En relación con lo segundo, al margen de reconocer o no si ese Tribunal agotó la etapa de control de legalidad en cada una de las audiencias, la Sala encuentra que nada impide a las partes realizar las manifestaciones del caso para que se subsane esa irregularidad o si es del caso alegar las supuestas anomalías procesales que no se han podido plantear por no haberse agotado el citado control.   
9. En estas condiciones el amparo será declarado improcedente.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar improcedente la acción de tutela propuesta por el señor el señor Rufino Santacoloma Villegas contra la Cámara de Comercio de Dosquebradas – Centro de Conciliación, Arbitraje y Amigable Composición y el Tribunal de Arbitramento de esa entidad, a la cual se vincularon al señor Rubén Arias Rodríguez y a la Corporación Empresarial Nace SA.
SEGUNDO: Se levanta la medida provisional decretada en el auto admisorio de la demanda.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 17 a 19


� Folios 20 a 29


� Folios 39 a 42


� Folios 51 y 58


� Folio 66


� Folios 61 a 64


� Folio 65


� Folios 70 y 71


� Folio 72 a 78


� Folios 129 y 130


� Folio 13


� Folio 121 a 124, diligencia que aparece en los archivos denominados “MVI_8435” y “MVI_8437” que constan en el disco compacto “conciliación y aud. de trámite 1ª parte” 


� Audiencia que consta en el disco compacto denominado “trámite de 2ª parte” archivo “MVI_8452” 


� Audiencia que consta en el disco compacto denominado “trámite de 2ª parte” archivo “MVI_8453” 


� Audiencia que consta en el disco compacto denominado “trámite de 2ª parte” archivo “MVI_8453”


� Audiencia que consta en el disco compacto denominado “trámite de 2ª parte” archivo “MVI_8453”


� Tal como se desprende de las audiencias que obran en el disco compacto denominado “trámite de 2ª parte”


� “Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional”
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